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B LE2015G0031 y 

otros cargos 
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Art. 196 (B) CP 
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Art. 182 CP; Inf. Art. 

199 (D) CP 
 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 

la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 
 

 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

 Comparece Héctor R. Marrero Torres [Marrero Torres o 

peticionario] por derecho propio, nos solicita que revisemos la 

Resolución que emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Aibonito, el 13 de mayo, notificada el 1ro de junio de 2016.    

Mediante esa Resolución, el foro primario denegó reducir la pena 

del peticionario, conforme los atenuantes expresados en el 

Artículo 67 del Código Penal, según enmendado. 

 Por los fundamentos que exponemos, denegamos el 

recurso de certiorari. 

 Alega Marrero Torres que acordó con el Ministerio Público 

disponer de los cargos presentados en su contra, mediante una 

alegación preacordada de tentativa de apropiación ilegal.  Adujo 

que el segundo párrafo del Artículo 182 del Código Penal de 

2012, establecía una pena fija de reclusión de 8 años, en la 

apropiación ilegal de bienes cuyo valor es menor de $10,000 
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pero mayor de $1,000 y la tentativa de dicho delito conllevaba la 

mitad de la pena según dispone el Artículo 36 del Código Penal.  

Como consecuencia fue condenado a cumplir cuatro años de 

cárcel.  Sin embargo, la Ley 246-2014 enmendó el Art. 182 del 

Código Penal sobre apropiación ilegal, para que la pena sea de 

tres años, en bienes apropiados cuyo valor sea menor de 

$10,000.  Al aplicar la tentativa, la pena sería de un año y seis 

meses de cárcel, conforme el principio de favorabilidad.  El TPI 

evaluó la moción que presentó Marrero Torres y la denegó al 

expresar lo siguiente: 

 No existe base legal para revisar las sentencias 

emitidas en el caso de epígrafe.  Luego de haberse 
enmendado los delitos imputado al acusado, producto 

de la alegación de culpabilidad bajo la Regla 72 de 
Procedimiento Criminal, dichas enmiendas tuvieron el 

efecto de atenuar sustancialmente las penas por los 
delitos originalmente imputados y así beneficiarlo. 

 
 Este tribunal no tiene facultad ni jurisdicción para 

revisar sentencias correctas y que hayan sido dictadas 
conforme al derecho.  Las penas impuestas bajo el 

Código Penal, según enmendado por la Ley 246-2014, 

no exceden la pena prescrita para los delitos por los 
cuales el convicto hizo alegación de culpabilidad. 

 
 Por no estar de acuerdo con la determinación del TPI,  

Marrero Torres acudió a nuestro tribunal para alegar que el foro 

de instancia cometió los siguientes errores: 

Primero:  Al declarar no ha lugar la moción al amparo 
del Art. 67 de Código Penal vigente, aduciendo que el 

peticionario no logró persuadirlas de que exista alguna 
violación al debido proceso de ley que amerite la 

intervención de dicho tribunal. 

 
Segundo: Al no conceder una vista bajo el Art. 67 del 

Código Penal, el cual establece que siendo considerado 
por el Tribunal Sentenciador, el Tribunal podrá tomar la 

existencia de circunstancias atenuadas el cual se podrá 
reducir hasta un 25% de la pena fija establecida. 

 
 Tercero: Al declarar no ha lugar la moción bajo el 

Art. 67 del Código Penal, a pesar de que el peticionario 
hizo alegación preacordada sin haber entrado en un 

juicio y sin haber llevado a cabo el que dicho tribunal y 
su equipo de trabajo entras en gastos extras, siendo así 

asumí la culpabilidad de mis delitos. 
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Marrero Torres alegó que, en su caso, no se celebró juicio, 

sino que realizó una alegación preacordada con el Ministerio 

público.  Por ello, el foro de instancia debió considerar dicha 

alegación como un atenuante y así aplicar el artículo 67 del 

Código Penal.   

Tras revisar el recurso, con el propósito de lograr el más 

eficiente despacho del asunto, permitimos su comparecencia y 

prescindimos de solicitar ulteriores escritos no jurisdiccionales a 

tenor con la regla 7 (B) (5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones 4 LPRA Ap. XXII-B.  

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

El recurso de certiorari, constituye un vehículo procesal 

discrecional que nos permite revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307 

(2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009); 

García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  Con el fin de que 

podamos ejercer de una manera sabia y prudente nuestra 

facultad discrecional para atender los méritos de un asunto que 

se nos presenta por vía de un recurso de certiorari, la Regla 40 

de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, enumera los 

criterios que debemos tomar en consideración.  

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son contrarios 

a derecho.  

 

B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.   

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 

de Primera Instancia.   

 

D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
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F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  

De no coincidir alguno de los criterios, que expresa la 

Regla, debemos abstenernos de expedir el recurso solicitado.  

Como regla general una sentencia válida no se puede 

modificar. Pueblo v. Pérez Rivera, 129 DPR 306 (1991); Pueblo 

v. Tribunal Superior, 91 DPR 139, 141 (1964).   Como 

excepción, se reconoce que los tribunales pueden modificar 

aquella sentencia ilegal o nula por haberse impuesto en 

contravención de la ley, según los postulados de la Regla 185 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II. Pueblo v. Pérez Rivera, 

129 DPR 306 (1991).   Según interpretada, la Regla 185 

constituye el mecanismo adecuado para corregir o modificar la 

pena impuesta cuando la sentencia es ilegal, tiene errores de 

forma, se ha impuesto un castigo distinto al que había sido 

establecido o cuando por razones justicieras se amerita que se 

reduzca la pena impuesta. Pueblo v. Silvia Colón, 184 DPR 759 

(2012); Pueblo v. Martínez Lugo, 150 DPR 238 (2000).   

El otro recurso del que dispone un convicto para corregir 

una sentencia es la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 

LPRA Ap. II.  Esta regla permite presentar, una moción en la 

sede del Tribunal de Primera Instancia que dictó el fallo 

condenatorio, para que su convicción sea anulada, dejada sin 

efecto o corregida, en circunstancias en que se alegue el derecho 

a ser puesto en libertad por cualquiera de los siguientes 

fundamentos:  

La sentencia fue impuesta en violación de la 
Constitución o las leyes del Estado Libre Asociado de 
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Puerto Rico o la Constitución y las leyes de Estados 

Unidos; o  
el tribunal no tenía jurisdicción para imponer dicha 

sentencia; o,  
la sentencia impuesta excede de la pena prescrita por la 

ley;  
o la sentencia está sujeta a ataque colateral por 

cualquier motivo [...]  34 LPRA Ap. II, Véase Pueblo v. 
Torres Cruz, 194 DPR __ (2015), 2015 TSPR 147. 

 
De esta forma, nuestro ordenamiento jurídico “provee 

herramientas a una persona que hizo una alegación de 

culpabilidad para que impugne su convicción colateralmente, por 

medio de procedimientos posteriores a la sentencia…”. Pueblo v. 

Torres Cruz, supra; Pueblo v. Román Mártir, 169 DPR 809, 822 

(2007).  Una alegación de culpabilidad, conocida como 

alegaciones preacordadas, puede ser el producto de una 

negociación entre el Ministerio Público y el abogado del imputado 

por medio de la cual el acusado se declara culpable a cambio de 

ciertos beneficios que el Estado le concede. Pueblo v. Agricourt, 

147 DPR 179 (1998).  En estos casos, el Estado queda relevado 

de celebrar un procedimiento criminal que puede ser extenso y 

costoso, y como contrapartida, las personas que aceptan su 

culpabilidad quedan liberadas de la angustia que provoca ser 

sometido a un enjuiciamiento criminal. Id.  Cuando un acusado 

decide llegar a un acuerdo, su abogado debe velar por los 

mejores intereses de su cliente, escogiendo el acuerdo más 

idóneo, dentro de todas las posibilidades legales a su alcance. 

Id.   La Regla 72 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II R. 

72, codifica los requisitos que se tienen que cumplir al realizar la 

alegación preacordada, de manera que ésta pueda dar base a 

una sentencia condenatoria. Pueblo v. Torres Cruz, supra, 

citando a Pueblo v. Pérez Adorno, 178 DPR 946, 957 (2010).  La 

mencionada Regla 72 de Procedimiento Criminal, permite hacer 
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una alegación de culpabilidad por delito de grado inferior o 

relacionado al imputado originalmente.    

De otro lado, el artículo 67 del Código Penal de 2012, 

según enmendado por la Ley 246-2014, dispone en cuanto a la 

imposición de agravantes y atenuantes, que “el tribunal podrá 

tomar en consideración la existencia de circunstancias 

atenuantes y agravantes dispuestas en los Artículos 65 y 66 de 

este Código.”  Añade que “de mediar circunstancias agravantes, 

la pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 

veinticinco (25) por ciento; de mediar circunstancias atenuantes 

podrá reducirse hasta en un veinticinco (25) por ciento de la 

pena fija establecida”. 33 LPRA sec. 5100  

En lo aquí atinente, el Código Penal de 2012, según 

enmendado por la Ley 246-2014, dispone como sigue: 

Artículo 182. — Apropiación ilegal agravada  
Toda persona que cometa el delito de apropiación ilegal 

descrito en el Artículo 181, y se apropie de propiedad o 

fondos públicos sin ser funcionario o empleado público, 
o de bienes cuyo valor sea de diez mil (10,000) dólares 

o más será sancionada con pena de reclusión por un 
término fijo de ocho (8) años. Si la persona convicta es 

una persona jurídica será sancionada con pena de multa 
hasta treinta mil dólares ($30,000). Si el valor del bien 

apropiado ilegalmente es menor de diez mil (10,000) 
dólares, pero mayor de quinientos (500) dólares será 

sancionada con pena de reclusión por un término fijo de 
tres (3) años.…  

33 LPRA sec. 5252 

Artículo 36. — Pena de la tentativa 
Toda tentativa de delito grave conlleva una pena igual a 

la mitad de la pena señalada para el delito consumado, 
no pudiendo exceder de diez (10) años la pena máxima 

de la tentativa. […] 
33 LPRA sec. 5049  

 

Por último, para ejercer nuestra función revisora, la Regla 

34 (E) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, exige que en 

el apéndice del recurso de certiorari, se incluya la denuncia y la 

acusación, si la hubiere, al igual que la determinación del foro de 

instancia cuya revisión se solicita. También se debe acompañar, 
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la resolución u orden, y toda moción o escrito en los cuales se 

discuta expresamente el asunto planteado en la solicitud de 

certiorari, o que sean relevantes a ésta; así como cualquier otro 

documento que forme parte del expediente en el Tribunal de 

Primera Instancia y que pueda ser útil al Tribunal de Apelaciones 

a los fines de resolver la controversia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 34  

A la luz de la normativa antes enunciada, procedemos a 

evaluar.  

 Marrero Torres indica que el Tribunal debió considerar su 

alegación pre acordada con el ministerio público como un 

atenuante a tenor con el artículo 67 del Código Penal.  Marrero 

Torres no incluyó en su recurso copia de la sentencia, ni la 

moción que envió al foro primario al amparo del artículo 67 del 

Código Penal.  La ausencia de tales documentos afecta nuestra 

función revisora, así como el adecuado perfeccionamiento del 

recurso de conformidad con la Regla 34 (E) de nuestro 

reglamento.   

 No obstante, a los fines de atender su causa, revisamos el 

portal electrónico de la Rama Judicial y el epígrafe de la 

resolución del TPI, que forma parte del expediente.  De esos 

documentos pudimos constatar que Marrero Torres fue acusado 

por infringir el Artículo 5 (E) 1  de la Ley Núm. 53-2012 

(apropiación ilegal de metales, causa B LE2015G0031), el cual  

fue enmendado por tentativa de infracción al Artículo 182 del 

Código Penal, modalidad de $10,000 o más.  También se le 

                                                 
1Artículo 5.-Se enmienda el Artículo 4 de la Ley Núm. 41 de 3 de junio de 1982, según 

enmendada, para que lea como sigue: 
  

(e)   Toda persona que ilegalmente se apropiare de metales perteneciente a otra 
persona, incurrirá en delito grave de tercer grado en su mitad superior o multa de diez 

mil dólares (10,000) o ambas penas a discreción del Tribunal.  El Tribunal impondrá la 
pena de restitución.  Si los metales son propiedad pública, o siendo privada estaban 
instalados o eran usados para proveer o recibir servicios de electricidad, 

telecomunicaciones, cable TV, agua potable, o cualquier otro servicio público, incurrirá 
en delito grave de segundo grado o multa de veinticinco mil (25,000) dólares o ambas 
penas a discreción del Tribunal. 
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acusó por infracción al Art. 195 (B) 2  del Código Penal 

(escalamiento agravado, causa B BD2015G0031), que 

igualmente fue enmendado a tentativa al Art. 182 del Código 

Penal, y se le acusó por violación al artículo 199 (D)3 del Código 

Penal (daño agravado, B BD2015G0032).  Marrero Torres nos 

indicó que hizo alegación pre acordada con el Ministerio Público y 

se le impuso una pena de cuatro años por la tentativa al artículo 

182 del Código Penal.  Como indicáramos,  los delitos por los 

que originalmente se le acusó, fueron reclasificados a  tentativa 

al artículo 182 del Código Penal, en su modalidad de $10,000 o 

más.  El artículo 182 del Código Penal, conlleva una pena de 

reclusión de ocho años y en la categoría de tentativa, la pena 

queda reducida a cuatro años que es la mitad.  Así que, al haber 

sido reclasificado el delito a uno en grado de tentativa, Marrero 

Torres fue sentenciado a cuatro años, que es la pena 

atenuada.   Como se sabe las alegaciones preacordadas son 

producto de negociaciones entre el Ministerio Público y el 

imputado, a cambio de ciertos beneficios, como en este caso, 

que se enmendó el delito a uno de tentativa.  De esta forma, la 

alegación preacordada constituyó un atenuante a la pena que 

originalmente le hubiese correspondido.  Por tanto, resulta 

inmeritorio que Marrero Torres reclame atenuantes adicionales, 

con el único fundamento de haber logrado un preacuerdo, 

cuando ello fue considerado al dictarse la sentencia.    

 A su vez, estas causas se resolvieron en septiembre de 

2015, luego de que la Ley 246-2014 entrara en vigor.  El TPI, al 

                                                 
2 Artículo 195. — Escalamiento agravado (33 LPRA sec. 5265)  
Será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de ocho (8) años, si el 
delito de escalamiento descrito en el Artículo 194 se comete en cualquiera de las 
siguientes circunstancias:  
… 
(b) en aquella propiedad asignada por el gobierno para brindar vivienda pública; o 
3
 Artículo 199. — Daño agravado (33 LPRA sec. 5269)  

Será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de tres (3) años, toda 

persona que cometa el delito de daños en el Artículo 198 de este Código, si concurre 
cualquiera de las siguientes circunstancias […] 
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denegar la moción de Marrero Torres,  indicó que impuso la pena 

a tenor con el Código Penal según enmendado y no exceden la 

pena prescrita para los delitos por los cuales el convicto hizo 

alegación de culpabilidad.   De manera que, el foro primario 

impuso la sentencia a Marrero Torres conforme al derecho 

vigente, tomando en consideración la pena atenuada, por lo que 

actuó correctamente al declarar no ha lugar la solicitud del 

peticionario.   Concluimos que no existen circunstancias que 

ameriten nuestra intervención con la Resolución recurrida por 

ser correcta en Derecho.     

DICTAMEN 

Por los fundamentos expuestos, denegamos el auto de 

certiorari solicitado.  

Disponemos que el Secretario del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación deberá entregar copia de esta 

sentencia al recurrente, en cualquier institución correccional 

donde este se encuentre.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal.   

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


